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Introducción

Al hablar de cuestiones tributarias entramos en un espacio de la vida social complejo, compulsivo, cargado de tensiones y antagonismos; un sistema de relaciones sociales conformado por posiciones diferentes y asimétricas, que buscan defender los intereses vinculados al lugar que ocupan. En este sistema de posiciones y relaciones sociales enmarcado por componentes de poder y dominación desde el Estado se define e impone, como en otros ámbitos de la vida social,  mediante la “idoneidad” objetiva de un conjunto de normas abstractas  las reglas de juego.

La existencia de un orden legal aplicado judicial y administrativamente según principios verificables y válidos para todos los miembros de la comunidad (que es la base sobre la que descansa desde la perspectiva weberiana la legitimidad del poder de mando del Estado moderno), no es separable de la existencia de un cuerpo de juristas, que monopolizan dentro del Estado  la aplicación de la ley. 

En el marco de este monopolio de producción jurídica legítima,  históricamente se instituyó para agentes sociales que ocupan distintas posiciones en el campo de la Justicia Argentina una situación de privilegio fiscal, al estar exentos del pago del llamado Impuesto a  las Ganancias (anteriormente denominado Impuesto a los Réditos). A partir de esta situación en el presente trabajo me propongo reseñar histórica y documentalmente el modo en que se construyó, redefinió y legitimó desde el año 1936 esta exención impositiva.

La reproducción y legitimación de un privilegio fiscal para la Justicia argentina.
La crisis de la economía mundial de 1929-30, que daño el esquema económico agroganadero instaurado desde el último cuarto del siglo XIX y produjo un profundo impacto sobre el sistema fiscal que databa de tiempos coloniales, inició en Argentina un proceso de reforma e innovaciones en la estructura económica en varias direcciones. 

Al no poder seguir apelando a los derechos aduaneros como fuente principal de ingresos por la caída del comercio mundial, el gobierno surgido del golpe militar de 1930 introdujo, por Decreto Ley del 19 de enero de 1932,  el impuesto a la renta. En ese mismo año el 30 de diciembre la Ley 11682, que ratifica y modifica el mencionado decreto ley, grava entre otras todas las rentas provenientes del trabajo personal. La ley no acordaba ninguna exención a las remuneraciones de los jueces. 

Ante la excusa de los integrantes del máximo tribual de justicia por tener intereses en la resolución del conflicto en 1936 la Corte Suprema de Justicia Argentina, acogiendo como en otras circunstancias la doctrina norteamericana (fallos de la Corte Suprema de los Estados Unidos de 1920 y 1925
)   y mediante la actuación de tribunales de conjueces sorteados, declaró la inconstitucionalidad del impuesto a los jueces en razón que el tributo violaba la garantía de la intangibilidad de las remuneraciones, consagrada en el Art. 96 (actual artículo 110) de nuestra Carta Magna
 . El mencionado artículo explícitamente sostiene  
“Los jueces de la Corte Suprema y de los tribunales inferiores de la Nación conservarán sus empleos mientras dure su buena conducta, y recibirán por sus servicios una compensación que determinará la ley, y que no podrá ser disminuida en manera alguna, mientras permaneciesen en sus funciones”. 
La sentencia del fallo  “Fisco Nacional c/Rodolfo Medina”, del 23 septiembre de 1936, se fundamenta en que tiende a poner a los jueces a cubierto de las manipulaciones políticas para captar su voluntad, aduciendo: 

“...si el salario del juez no está amparado como su permanencia en el cargo, desaparece la seguridad de su inflexibilidad, de su rectitud; su libertad de juicio puede vacilar ante el temor, muy humano de que la retribución se reduzca por el legislador hasta extremos que no le permitan cubrir su subsistencia y la de los suyos …Puede parecer injusto e inequitativo el privilegio que importa esta exención de contribución en favor de tales funcionarios…privilegio que pierde su carácter personal y odioso por que no lo acuerda la Constitución Argentina a la persona de los magistrados, sino a la institución “Poder Judicial de la Nación” a quien quieren asegurar los constituyentes…una absoluta independencia en su funcionamiento y librarlo de toda presión de parte de los otros poderes que tienen ‘la fuerza y el dinero’…En los países donde los poderes políticos del Estado son materialmente fuertes es de urgencia amparar al poder más débil, considerado "baluarte" de libertad para el pueblo, contra posibles opresiones jurídicas de los otros poderes”.
La jurisprudencia norteamericano, parcialmente en 1932 y totalmente  en el año 1939, dio un vuelco a la doctrina imperante desde el fallo Evans
; desde entonces, los jueces estadounidenses pagan impuestos. Las consideraciones del juez Félix Frankfurt, en esa oportunidad, fueron las siguientes: 
 “…sostener que la ley significa una avance sobre la independencia de los jueces (…) haciéndoles cargar con su parte alícuota del costo del mantenimiento del gobierno, es trivializar la gran experiencia histórica en que sus redactores basaron la salvaguardia del artículo 3, sección 1. Someterlos a un impuesto general es reconocer simplemente que los jueces son también ciudadanos, y que su función particular en el gobierno no genera una inmunidad para participar con sus conciudadanos en la carga material del gobierno cuya Constitución y leyes están encargados de aplicar”
. 
En Argentina, por el contrario, se planteó otra situación. El criterio que sostiene la incompatibilidad entre intangibilidad e impuestos fue ratificado en fallos posteriores de la década de 1940
. Pero además, el beneficio impositivo tuvo un carácter legal  para los jueces desde 1947 (Ley 12.965) y por Ley 20.628 sobre Impuesto a las Ganancias del 27 de diciembre de 1973 se lo hizo extensivo, por efecto de “asimilación”, a otros funcionarios que no tienen potestad de juzgar. 

La Ley 20.628 (Art. 20, inciso p), dispensó del pago del gravamen las remuneraciones de los Ministros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, miembros de tribunales provinciales, jueces nacionales y provinciales, vocales de las Cámaras de Apelaciones. A los anteriores agregó: funcionarios judiciales  que tengan asignados sueldos iguales o superiores a los de los jueces de primera instancia;  vocales de los Tribunales de Cuentas y Tribunales Fiscales de la nación y las provincias (inciso. p); dietas de los legisladores (inciso q) y los haberes jubilatorios y pensiones que corresponden a las funciones cuyas remuneraciones están exentas (inciso r). Cabe acotar, que el Art. 96 (ahora 110) alude exclusivamente a los jueces, lo cual implica que la mayor parte de estos últimos beneficiarios no están amparados por la intangibilidad de sus remuneraciones que postula el texto constitucional, en la medida que no ejercen funciones jurisdiccionales. 
La Ley 24.631 (Impuestos al Valor Agregado, a las Ganancias y otro) publicada el 27 de marzo 1996, en su Art. 1, Inc. “a”, derogó expresamente la exención impositiva contenida por la Ley 12.965 y sus correlativas. 
Al no existir ninguna exención legal a los pocos días  (11 de abril de 1996) el máximo tribunal, que intervino en abstracto y de oficio, declaró con efecto erga omnes (para todos) por la Acordada 20/96  inaplicable para los magistrados y funcionarios del Poder Judicial de la Nación el artículo 1  de la Ley 24.631. 

Citando la Resolución dictada el 14 de marzo de 1903,  acerca de las “facultades implícitas necesarias para la plena y efectiva realización de los fines que la Constitución le asigna en tanto poder del Estado (conf. Acordada 45/95 y sus citas)”, los magistrados reiteraron el criterio mantenido en forma invariable desde el año 1939: 
“la intangibilidad de las compensaciones asignadas a los jueces por el ejercicio de sus funciones no constituye un privilegio sino una garantía, establecida por la Constitución Nacional para asegurar la independencia del Poder Judicial de la Nación”. Añadiendo en el mismo considerando 8º que “No tiene como destinatarios a las personas que ejercen la magistratura, sino a la totalidad de los habitantes, que gozan del derecho de acceder a un servicio de justicia, configurado bajo las pautas que rigen el sistema republicano de gobierno establecido por la ley fundamental”. 
En el considerando 9º de la Acordada explicitan que la garantía de la intangibilidad de las compensaciones no puede ser afectada por la actividad de los otros poderes del Estado, quienes carecen de atribuciones para modificar, mediante el ejercicio de sus funciones específicas, las previsiones constitucionales impuestas para asegurar la independencia del Poder Judicial: la inmovilidad en el cargo de los jueces  y la intangibilidad de sus remuneraciones. Agregando en el considerando 11: 
“Sólo de este modo,  se evitará que bajo el ropaje de una legislación impositiva supuestamente respetuosa del principio de igualdad, por ser aplicable a todos los habitantes, se comience a utilizar un sutil mecanismo que, generando un seguimiento ulterior mediante futuras imposiciones de distinta naturaleza, aplicadas sobre las compensaciones que perciben los magistrados federales por el ejercicio de sus funciones, permita indirecta  –e indisimulablemente- que otro poder del Estado afecte la independencia de este Poder Judicial, al destruir una de las garantías tendientes a preservarla”.
Sin seguir en la narración un orden cronológico, nos parece importante agregar:

· El criterio de incompatibilidad entre intangibilidad e impuesto ha sido presentado y ratificado en otros fallos de la Corte Suprema de Justicia, integrado por conjueces (camaristas, exentos también del impuesto) y por cámaras provinciales
.. 
· La Corte Suprema dictó con posterioridad la Acordada 56/96 que resulta aplicable a los demás funcionarios del Poder Judicial no alcanzados por la exención de hecho que se otorgara, en tanto “la compensación jerárquica, dedicación exclusiva y movilidad fija” están incluidas entre las deducciones del de la Ley de Impuestos a las Ganancias (Art 82, inc. e), y por ende no tributan este impuesto. 

Además, la sentencia del fallo “Gutiérrez Oscar  E. c/ANSES” del 2006 (cuya causa fue promovida por un magistrado de la provincia de San Juan que exigía quedar librado del descuento que en concepto del pago de impuesto a las ganancias le hacía ANSES de su jubilación), sostuvo la plena vigencia de la Acordada 20/96, hizo extensiva la aplicación de su doctrina a niveles provinciales y consideró, además, que “la falta de impugnación de la acordada 20/96 por parte del Fisco, determina que haya adquirido la estabilidad propia de los actos administrativos”
.

· Los Supremos Tribunales de Justicia de las provincias argentinas y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, entre 1994 - 2000, mediante distintos actos administrativos,  hicieron extensivos a sus integrantes el beneficio dispuesto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

El Consejo de la Magistratura de la Ciudad de Buenos Aires, única dependencia judicial de todo el país que reconocía la obligación de liquidar el tributo, en el año 2004 autoexcluyo a los jueces del pago de Ganancias. Además dictó en el año 2005 y 2007 resoluciones que, por el “desdoblamiento de salarios”, achican el pago a su mínima expresión, liberando  secretarios, prosecretarios, fiscales, subalternos de los jueces y empleados de la carga impositiva. 

De la misma manera, en el año 2010, el Superior Tribunal de Justicia de la Pampa excluyó de la base imponible del impuesto a las ganancias una serie de rubros salariales de la justicia provincial: procurador, camarista, fiscales de cámara y administrador judicial, secretarios de sala, prosecretarios
.

· La derogación de la exención impositiva, mediante más de 25 iniciativas legislativas, que en el Congreso Nacional se presentaron desde 1994 no lograron  efectivizarse. 
· La Oficina de Presupuesto del Ministerio de Economía de la República Argentina estimó que el privilegio fiscal del que gozan los miembros de la Justicia argentina implicó una perdida de recaudación del orden de: 82 millones de pesos en el 2004, 100 millones en el 2006
, 234 millones en el 210 y 269 millones en el 2011

Con respecto a las tomas de posición de agentes ubicados en otros espacios del orden social, sobre la situación que jueces y funcionarios del poder judicial tienen en torno al impuesto a las ganancias, nos interesa destacar: 

· La exención impositiva deviene incompatible con las prescripciones constitucionales. Los argumentos sobre su inconstitucionalidad se fundan:    

· Es violatoria, tanto, de la garantía de la igualdad como base del impuesto, como, de la garantía de la proporcionalidad del impuesto con relación a la capacidad contributiva
. 
· El impuesto tiene un carácter general y no discriminatorio; es decir, afecta a todas las personas que tengan rentas derivadas de su trabajo personal y conforme a sus capacidades contributivas
. 

· La acordada 20/96 es objetable ya que: 

· La Corte Suprema de la Nación se excedió en sus facultades reglamentarias. El máximo Tribunal posee facultades reglamentarias para resolver mediante acordadas cuestiones internas de su funcionamiento y organización (Art. 113 de la Constitución Nacional). Siendo las acordadas medidas de carácter administrativo para el mejor cumplimiento de la labor judicial, no poseen fuerza vinculante para los otros poderes del Estado. Dicho en otros términos no poseen fuerza para declarar la inconstitucionalidad de normas generales emanadas de los poderes políticos del Estado.

Esta atribución (declarar la inconstitucionalidad de normas generales procedentes de los otros poderes), sólo puede ser ejercida a pedido de parte y en casos concretos. Es decir, tal función esta circunscripta según los términos de los artículos 116  y 117 de la Constitución Nacional al ámbito de una “causa” y, por lo tanto, dictando sentencias. 

En este sentido, al no haber como en 1936 causa judicial como exige la Constitución para habilitar su competencia, queda excluida la intervención de los jueces por propia iniciativa para revisar las decisiones de los otros poderes del Estado
. 

· Excede en mucho la previsión constitucional que extendió el beneficio a funcionarios judiciales que no tienen la potestad de juzgar. La Constitución se refiere exclusivamente a las compensaciones de los jueces del Poder Judicial, las que no podrán ser disminuidas mientras duren en sus funciones
.

· El tributo no afecta en modo alguno la independencia del poder judicial porque: 

· No es discriminatorio
.

· Su cuantía no produce un real menoscabo en las compensaciones de los jueces, que con arreglo a la doctrina de la propia Corte corresponda corregir.  

La doctrina de la Corte Suprema en materia de recomposición del valor nominal de las remuneraciones de los jueces por efecto de la depreciación de la moneda, solo la admite en la medida en que el menoscabo sea de una intensidad deteriorante
.  En este sentido Spisso sostiene que cabe seguir idéntica pauta en el caso de un tributo que incida sobre dichas remuneraciones

“Para el ejercicio de 1996, sobre un sueldo neto de $5.500, deducidas las contribuciones de seguridad social, el impuesto a las ganancias representa tan sólo el 6,83% de ese importe neto …Tomando el caso de un juez con cónyuge y dos hijos,  los $5.500 de sueldo neto representan al año incluido el aguinaldo, la suma de $71.500, a los que procede descontar las deducciones por mínimo no imponible ($4800), carga de familia ($4.800), deducción adicional de 4ª categoría ($18.000) y cuota médica – asistencial ($1400), que hacen un total de $31.040, siendo por tanto la base imponible del tributo $40.460, y el impuesto a pagar, $4.882, que representa el 6,83% de $71.500”
. 

Reflexiones finales.
Todos los juicios no tienen el mismo peso. Quienes, a partir de la posesión de un fuerte capital simbólico detentan un monopolio de hecho sobre las instituciones que establecen y garantizan la perspectiva oficial,   disponen de medios para imponer en el marco de la “legalidad” una escala de valor favorable a sus intereses y, a partir de allí,  apropiarse “legítimamente” de privilegios sociales.
Desde este sistema de relaciones de poder se instituyó en Argentina una situación de privilegio impositivo para la justicia federal y local (provincial y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires) que altera, según las voces de algunos especialistas en derecho constitucional y tributario, el principio de igualdad sobre el cual pretende descansar con un viso de justicia la estructura social y política moderna. 
Con un consentimiento tácito o un apoyo explícito (la ley) del resto de la burocracia estatal y de los otros poderes del estado y mediante acciones que demuestran  la fortaleza corporativa del Poder Judicial, agentes sociales que ocupan distintas posiciones en el campo de la justicia  están exentos (en algunos casos desde hace setenta y cinco años), del pago del llamado Impuesto a las Ganancias.
Consideramos que la apuesta colectiva que este grupo dominante ha emprendido para mantener la exención impositiva, desplegada bajo el núcleo más poderoso de autolegitimación (la independencia del poder judicial en la división del trabajo de dominación), en el orden de las relaciones causales instaura paradójicamente por manos del mismo estado un principio de deslegitimidad de su autoridad. El costo de la excepcionalidad impositiva al afectar el presupuesto del estado es material, pero también simbólico en tanto recae en los sobreentendidos comunes sobre los cuales se sustenta la relación de autoridad y obediencia entre Estado y  ciudadanos.
En un Estado democrático la vulneración de la igualdad fiscal  aqueja uno de los fundamentos generales sobre el  cual descansa la facultad que tiene el Estado para imponer su poder de mando (“los gobernantes gobiernan en virtud de un orden legal coherente y correctamente sancionado que se aplica a todos por igual”). Pero también pone en discusión el sentido de justicia del cual están impregnadas las leyes que si bien de difícil realización es quebrantado, a partir de la defensa de los propios intereses, por quienes justamente ejercen desde el Estado la función jurisdiccional. 
Al ponerse en cuestionamiento los basamentos ideológicos que garantizan  los acuerdos institucionales básicos, la capacidad de las normas legales de hacer posible las relaciones sociales y la fortaleza del estado para poder imponerlas se ven afectadas. Y esto, de manera muy especial en un área compulsiva como la fiscal que requiere de sobremanera en la creencia en la potestad del Estado para imponer regulaciones normativas.
Nos preguntamos si este hecho no se convierte, entonces, en un principio de estructuración de prácticas y representaciones que justifiquen el no pago, el operar por fuera de la norma y, desde allí, si el Estado mediante medidas que infringen el principio de igualdad no es también responsable en la producción y reproducción del incumplimiento tributario.
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� En 1918, se sanciona en Estados Unidos la Ley sobre el Impuesto a  la Renta.  En su párrafo 213, computaba para el cobro de este impuesto todas las ganancias percibidas y rentas, incluyendo los salarios que recibían los jueces federales. 


Ante la queja del juez del Distrito Occidental de Kentucky, la Corte de los Estados Unidos se pronunció al respecto por primera vez en la causa “Walter Evans v. J. Rogers Gore”, (253, U.S 245, 64 L, ed 887),  el 1 de junio de 1920.  En el fallo, del mencionado caso, se argumento que “la independencia de los jueces es más importantes que cualquier otro interés que justifica gravar sus salarios” (Garre y Alessandro 2003) y que el gravamen al ingreso de los jueces, aunque fuese una medida impositiva de aplicación general y no discriminatorio para todos los que posean réditos, era contraria al artículo 3, sección 1ª, de la Constitución de Estados Unidos. 


En 1925, en la  “Causa Miles v. Graham” (268, U. S. 501, 69, L. ed. 1067), la Corte Suprema de EEUU precisó el alcance de su doctrina, extendiendo  el derecho a la inmunidad a los jueces designados con posterioridad de la fecha efectiva de creación del tributo. 





� La garantía de la intangibilidad del Art. 110 de la Constitución Nacional, reconoce como fuente el Art. III, Sección 1ª de la Constitución de los Estados Unidos sancionada el 17 de Septiembre de 1787 por la Convención Constitucional de Filadelfia.





� Ante la crítica al fallo “Evans v. Gore”, demostrada en el rechazo por los tribunales ante los cuales se planteó la cuestión con posterioridad a 1925, el Congreso de EEUU, por ley de 1932, excluyó de la inmunidad a los jueces que tomarán posesión del cargo a partir del 6 de junio de 1932.


Por sentencia del 22 de mayo de 1939, en la causa testigo "George W.O'Malley vs. Joseph W. Woodrough", (307 US277), la Corte de EEUU afirma la constitucionalidad de la ley; jurisprudencia que fue ratificada en 2001 en el caso USA c/Hatter.





� Garre y Alessandro (2003). 





� En los fallos de la causa “Horacio Poviña y otro c. Fisco Nacional” (CSJ, 30/9/40 fallos 187:690) y  causa Jauregui (CSJ, 17/10/41, fallos 191:65), se destaca la singularidad de la Constitución Argentina cuando prescribe que la “compensación” –como la Constitución llama a la remuneración de los jueces-  no podrá ser disminuida “en manera alguna” (expresión que no está en la Constitución de Estados Unidos) y se ha entendido que es un refuerzo de esta garantía – privilegio.
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� “Gutiérrez Oscar  E. c/ANSES (Administración Nacional de la Seguridad Social), Fallos 329:1092 del 11/4/2006.
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